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	Resumen

	 

	El presente artículo de reflexión tiene por objeto analizar las diferentes reparaciones existentes en el ordenamiento jurídico colombiano en relación con las víctimas de minas antipersonal (MAP) y el perjuicio que han causado éstas a lo largo de los años a nivel mundial. Para tal propósito se inicia desde un estudio documental y hermenéutico, haciendo examen de la historia en materia de artefactos explosivos, y trayendo a colación experiencias de reconstrucción de tejido social como lo son El salvador, Ecuador y Perú entre otros.

	 

	Se parte desde el ser humano como autor de historias pacíficas y violentas, donde se emplea la dignidad como disipador de trasgresiones a través de los derechos humanos, acuñados para brindar protección a las víctimas de atrocidades de actores armados existentes, donde no solo se exige el cese de hostilidades, sino además la reparación de los daños causados y la verdad de los hechos ocurridos. 

	Por lo tanto, se estudian las cifras de víctimas a nivel nacional, haciendo confrontación con las victimas del Departamento de Norte de Santander, donde se puede concluir de acuerdo con los documentos analizados, que dicha región es escenario constante de violencia, donde diferentes grupos armados ejercen control del territorio y difunden zozobra en comunidades distantes del casco urbano.

	 

	 

	
Introducción

	 

	El derecho, en efecto, es la materialización social de los ideales de justicia, (Divar Garteiz - Aurrecoa , 2014) encaminado a dirimir los diferentes conflictos que desarrolla el ser humano en sociedad, aunque a veces pareciera que se vive en sociedades donde se apela todo el tiempo a una legitimidad política en nombre ya sea del orden, ya sea del sistema jurídico. Sin embargo, somos conscientes de la tenacidad con la que lo jurídico, en lugar de acoger a la justicia, sirve para ocultar situaciones de injusticia que se perpetúan, se metamorfosean, se naturalizan. (Yarza, 2010), las cuales en ciertas ocasiones generan experiencias dolorosas, lo que implica la reinvención de comunidades enteras, muestra de ello es Asia, Europa y América con la inacabada problemática de las minas antipersonal, donde la única opción ha sido la evolución a través de usanzas tristes y muchas veces donde lo justo para ellos es lo injusto para el sistema. (Yarza, 2010).

	 

	Por lo anterior, discutir, tratar de dirimir o conceptualizar el significado de justicia parece ser una tarea interminable, ya que ninguna de las soluciones teóricas del derecho o de la filosofía alcanzan

	 

	
a estabilizar la polémica sobre lo justo (Yarza, 2010), donde se observa y se recuerda, según Aristóteles como una virtud que es la base de la sociabilidad, sin la cual el hombre se convierte en una maquina “perversa y feroz” (Yarza, 2010), lo que permite hacer caso omiso a la dignidad como valor innato del hombre, donde se termina simplificando a éste como un contenedor de razón y lógica, olvidando que es el compartir en comunidad lo que lo convierte en verdadero ciudadano del mundo, capaz de contribuir al ejercicio de los derechos humanos como expresión de la dignidad humana.

	 

	La lucha constante entre los hombres ha determinado en ciertas ocasiones la dominación de unos hacia los otros, obstaculizando el porvenir general y beneficiando grupos reducidos, por lo tanto las diferentes sociedades han observado la necesidad de agruparse para combatir conjuntamente aquellos hechos que violentan a la humanidad, no solo con la invitación al cese de discordias, sino además con reparar los daños ocasionados, proponiendo dentro de las fórmulas de arreglo la posibilidad de perdonar y la de aprender a convivir para una verdadera reconstrucción de tejido social.

	 

	Problema de investigación

	 

	En la constante lucha de poderes la sociedad colombiana ha vulnerado derechos humanos de manera sistemática y repetitiva y solo hasta hace poco se hace análisis del daño causado a través de los artefactos explosivos y las consecuencias de los mismos, pudiendo determinar la fractura de núcleos familiares y la incertidumbre de una verdadera reparación.

	 

	Actualmente, la Universidad libre seccional Cúcuta a través del grupo de investigación de prospectiva y desarrollo humano, dentro de sus líneas de estudio se propone realizar análisis de “Sobrevivientes de artefactos explosivos: desde una mirada jurídica y sociológica a la luz de la ley 1448 en Norte de Santander”, donde se plantea como pregunta problematizadora:

	 

	¿Cuál es el alcance de las medidas de reparación integral a los sobrevivientes de artefactos explosivos en Norte de Santander?, aduciendo que el mencionado departamento para el año 2015 estaba dentro de los cinco primeros a nivel nacional con mayor número de víctimas?

	 

	Metodología

	 

	Se utilizó el enfoque cualitativo, con el propósito de analizar el fenómeno social de las víctimas de minas antipersonal (MAP) en Colombia, y la reparación a que tienen derecho en el marco jurídico colombiano, realizando un análisis documental hermenéutico de los precedentes jurisprudenciales, y de las diferentes experiencias a nivel mundial en relación con las estadísticas de las víctimas por dichos artefactos explosivos.

	 

	Minas antipersonal, un problema mundial

	 

	Desde el inicio de la historia misma, el hombre ha buscado el poder a través de diversos medios, unos pacíficos y otros no tanto, muestra de ello es el holocausto, escenario de vulneración de derechos, y entre ellos, la dignidad humana, lo cual conllevó a evidenciar su respeto a través de la declaración universal de los derechos humanos en 1948, donde se establece que todos los seres humanos son iguales y libres en sus derechos y en su dignidad (Ciencias Juridicas, 2016); no

	 

	
obstante, y pese a su reiteración, sigue siendo foco de transgresión, lo cual permite numerosos debates filosóficos (Michelini, Julio 2010).

	 

	Dentro de las profusas disertaciones, se puede enunciar con notoria importancia la episteme de Kant en relación con la “dignidad", la cual se concibe como un valor intrínseco de la persona moral, la cual no admite equivalentes. La dignidad no debe ser confundida con ninguna cosa, con ninguna mercancía, dado que no se trata de nada útil ni intercambiable o provechoso. Lo que puede ser reemplazado y sustituido no posee dignidad, sino precio (Michelini, Julio 2010).

	 

	Es así, como el ser humano desde diferentes escenarios ha propendido por la protección de estos derechos, obteniendo en ciertas ocasiones resultados positivos que han permitido la reconstrucción del tejido social, donde se puede enunciar que este se constituye en un sistema abierto, dinámico y en permanente construcción, que implica un soporte en un ámbito particular.

	Los tejidos sociales son “ámbitos cognitivos que posibilitan la exploración de diversas lógicas culturas; discursos” (Foucault, 1987); o son «formas de organización social; múltiples conocimientos locales, racionalidades, imaginarios sociales», (Chávez Plazas & Falla Ramirez , 2013).

	 

	Por lo tanto, la reconstrucción del tejido social no es abordable desde un escenario especifico, sino por el contrario es susceptible de diversas miradas y análisis, siendo pertinente para el caso particular, tomarlo desde el flagelo de las minas antipersonales, donde la problemática es mundial y con resultados vergonzosos y lamentables para cada nación, sin embargo dentro de los países a reconocer la gran labor realizadas desde el desminado, se puede evocar El salvador, donde una vez firmado el acuerdo de paz, se plantearon el reto de superar los estragos relacionados con el conflicto armado y lograr la reconstrucción del país y su tejido social. Uno de los más grandes escollos en esta tarea lo constituyó la gran cantidad de campos minados que los grupos en conflicto habían instalado (UNICEF, 2000).

	 

	Además, para el año de 1997, cinco años después de la firma del acuerdo de paz, El salvador entregó a su nación un país en un 97% libre de minas, además de cuidar la no repetición de dichos sucesos a través de la firma de la convención sobre la Prohibición del Empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción el 4 de diciembre de1997 y lo ratificó el 27 de enero de 1999 (UNICEF, 2000).

	 

	No solo El salvador es ejemplo de desminado, también se puede traer a colación Ecuador y Perú, donde se menciona que “El trabajo de Ecuador y Perú es un modelo internacional de cooperación fronteriza “, señaló Stephan Husy, director del Centro Internacional para Desminado Humanitario (GICHD).  (República, 2012)

	 

	Ecuador como Perú, no solo se limitaron al desminado desde sus territorios, sino, además, colaboran con la asistencia a las víctimas, en la educación y la prevención. Están logrando acabar con una grave amenaza y al mismo tiempo superar más de un siglo de desconfianza y enfrentamientos” (La República , 2012).

	 

	Otro ejemplo es Venezuela, donde se aduce que destruyó 1.073 minas antipersonal que se encontraban en 13 campos minados en periferias de seis puestos navales. A diferencia de la

	 

	
mayoría de países afectados por esos explosivos, Venezuela hizo uso exclusivo de sus propios recursos para llevar a cabo el desminado (ONU, 2003), dejando sin efecto la distancia entre lo que se dice y lo que hace.

	 

	Estos ejemplos son muestra de la posibilidad de reconstrucción de tejido social en comunidades violentadas, sobre todo porque dichas naciones tienen conciencia de que las minas antipersonales no hacen distinción de ser humano, pues siempre se presentan como un enemigo al que no se le puede confrontar, realidad que cobra importancia cuando se revelan y se escuchan testimonios como “Es que si yo tengo un enemigo a la vista, pues yo veré si me le escondo o si le pido perdón o si lo frenteo... pero yo a la mina le pido perdón y ella todavía me mata”  (UNICEF, 2000).

	 

	Incluso, el ser humano en su ambición desmedida de poder termina destruyendo sus propios territorios y con ello, la historia cultural de comunidades enteras, pues durante décadas el mundo observó en silencio cómo los campos, pueblos y ciudades eran sembrados con artefactos que, lejos de acabar con el hambre, la incrementaban. En países de África, Asia, Europa y América las minas antipersonales, que en principio delimitaban zonas de uso militar, también iban apropiándose de los terrenos productivos e impedían el normal desarrollo de las comunidades afectadas (UNICEF, 2000).

	 

	Todas estas vicisitudes enunciadas que iniciaron por delimitar tierras, terminaron delimitando el desarrollo de los seres humanos en sociedad, y con ello el ejercicio de la ciudadanía, pues según Mockus, “un buen ciudadano, un ciudadano competente, es quien sabe y tiene un conjunto de habilidades, conocimientos, disposiciones y actitudes favorables al desarrollo de la ciudadanía, que facilitan y propician su propia participación como ciudadano y también, los procesos colectivos de construcción de ciudadanía” (Diaz , 2011).

	 

	En naciones como Nicaragua, Angola, Mozambique y Camboya los usos de minas antipersonal reflejan fatales consecuencias en la población civil, no sólo por las enormes cantidades de muertos y amputados en accidentes con estas armas, sino también por las dificultades que enfrentan quienes desean recuperar sus tierras para trabajarlas (UNICEF, 2000), panorama muy similar al colombiano, donde familias enteras se desintegraron a causa de la violencia y zozobra sembrada por grupos al margen de la ley, pasando a ser habitantes silenciados, grupos que sufren en su dolor los efectos negativos del Estado-de-no-derecho de una dimensión humana que la madurez histórica ha desarrollado pero que el derecho no ha incluido todavía como exigencias que requieren institucionalidad pública. La negatividad material (la miseria, el dolor, la humillación, la violencia sufrida, etcétera) indica al “sin-derecho” como un “hueco” negro dentro del “sistema del derecho”. (Yarza, 2010).

	 

	Establecer cifras de víctimas de minas antipersonal a nivel mundial es difícil de calcular, pues muchas de las vidas cobradas por éstos artefactos no son reportadas como tales, quedando cierta incertidumbre al momento de mostrarlas, sobre todo porque muchos de éstos hechos acaecen en comunidades distantes de los cascos urbanos, donde no alcanzan siquiera a ser beneficiarios de primeros auxilios, ya que en ocasiones deben viajar durante días, inmediatamente después de ocurrido el accidente, hasta llegar a centros hospitalarios adecuados para lograr atención médica definitiva; pues de acuerdo con informes del Comité Internacional de la Cruz Roja sólo el 25% de las víctimas llega a hospitales apropiados en las seis horas posteriores al accidente, el 60% tarda

	 

	
más de 24 horas y el 15% restante sólo logra acceder a atención médica adecuada después de 72 horas de ocurrido el accidente “CICR, 1995” (UNICEF, 2000).

	 

	La situación enunciada afecta a gran escala la vida cotidiana de las personas que habitan las áreas contaminadas, pues las confinan a espacios reducidos, impidiéndoles la movilidad y por tanto el acceso a centros de salud, escuelas, cultivos, lugares de trabajo, mercados, ríos, caminos y carreteras (UNICEF, 2015).

	 

	Todo esto genera espacios de desigualdad y con ello la lucha de poderes entre los hombres, pues la interdependencia origina pasiones y sentimientos los cuales provocan que el amor a uno mismo prevalezca sobre la piedad, virtud que, por excelencia, según Rousseau, precede a toda reflexión y a la cual define como “repugnancia innata a ver sufrir a su semejante (Trujillo, 2008).

	 

	Sumado a ello, se encuentra la falta de información fehaciente en relación con las víctimas y la cantidad de minas antipersonal sembradas, pues se estima que se han sembrado en casi 70 países de Asia, Europa, África y América y la falta de información sistemática por parte de quienes han emplazado las minas alrededor del mundo ha resultado en total desconocimiento de las cantidades de estos artefactos que permanecen enterrados (UNICEF, 2000).

	 

	De acuerdo a las cifras del comité internacional de la cruz roja, las minas antipersonales provocaban una masacre a cuentagotas, además de causar más muertos o heridos que las armas nucleares, y sumado a ello, el miedo y la zozobra de comunidades enteras que no quieren retornar por miedo al enemigo oculto bajo tierra. Con todo esto se hace necesario volver al sentimiento de piedad enunciado por Rousseau, concebido como la función de moderar el amor a uno mismo. Gracias a él, el hombre logra conservarse como especie, pues evita, por obra de la repugnancia de ver a otro sufrir, que los hombres se hagan daño.  (Trujillo, 2008)

	 

	Minas antipersonal (MAP) en territorio colombiano.

	 

	Durante décadas la sociedad colombiana ha padecido la lucha sangrienta del conflicto armado interno más largo de américa latina y con ello la guerrilla de las fuerzas armadas revolucionarias de Colombia (FARC) como la más antigua (El Heraldo, 2016), cuya utilización de instrumentos, entre ellos las minas antipersonas (MAP) han estado encaminadas a la vulneración sistemática de derechos humanos.

	 

	Colombia comenzó a utilizar dichos artefactos a partir de los años setenta (UNICEF, 2000), instrumentos que se catalogan como centinelas insomnes que no pueden ser heridos ni detectados por el enemigo y que, tarde o temprano, cobrarán una víctima, observando una vez más como la piedad es suprimida por obra de las relaciones conflictivas y necesidades ficticias que los hombres se han creado, surgiendo sentimientos, pasiones y vicios que atentan contra la paz imperante en el estado de naturaleza. (Trujillo, 2008, pág.8).

	 

	Teniendo dichos artefactos explosivos como enemigos silenciosos, estos no son selectivos al momento de ocasionar el daño, y prototipo de ello, son las cifras de la Dirección para la acción integral contra minas antipersonal, donde se aduce que Colombia es el segundo país con más víctimas menores de edad después de Afganistán (UNICEF, 2015); cifras que impactan a la

	 

	
sociedad y la invitan a recordar que la base o cimientes de toda humanidad reposan o deben reposar sobre la comunidad infantil, la cual es foco constante de violación sistemática, donde pasan de ser la esperanza o futuro de una nación para convertirse en simples adiciones en las estadísticas de muertes por minas antipersonal (MAP), olvidando que la vida humana es digna de ser protegida, vivida, llorada o preservada dentro de una democracia centrada en el Estado moderno (Franco Gamboa , 2013).

	 

	Al día de hoy, las familias colombianas víctimas de (MAP) se encuentran envueltas en un laberinto de incertidumbre social y familiar, pues deben reinventarse y con ello cambiar sus dinámicas hogareñas, sobre todo porque el acontecimiento por un artefacto explosivo es un evento capaz de arrasar el mundo tal y como era conocido y de instituir nuevas modalidades de acción histórica, que no estaban inscritas en el inventario de esa situación y que son capaces de redefinir los códigos tradicionales que atraviesan instituciones como la familia, la comunidad o la burocracia (Das , 1995).

	 

	Problema regional

	 

	Para el año 2015, los departamentos con mayor número de víctimas en Colombia son Antioquia

	2.471 (22 %), Meta 1.124 (11 %), Caquetá 918 (8 %), Nariño 800 (7%) y Norte de Santander 776 (7%) (UNICEF, 2015) suscitando cambios radicales en la sociedad, pues las afectaciones por MAP, Muse y AEI dejan como secuelas heridas en las extremidades, en la piel, fracturas, quemaduras y amputaciones. Este tipo de lesiones o discapacidades requieren intervenciones a largo plazo. Cuando una persona pisa una mina, no es únicamente ella quien es víctima, también lo es su familia y su comunidad (La Nación, 2013).

	 

	Para el tema colombiano, más del 90% de los casos ocurre en zonas rurales y en familias de bajos recursos que deben iniciar su trámite por ir al hospital más cercano, sumado a ello se encuentra el tratamiento posterior de recuperación y adaptabilidad de la prótesis si es necesario (La Nación, 2013).

	 

	Todas estas circunstancias obstaculizan la veracidad de la información en relación con las víctimas en Colombia, sin embargo, a partir del Decreto 1649 de 2014, se establece en el artículo 27 la implementación de un registro sistemático, el cual inició su proceso de registro diario a partir de 2002 sobre la afectación nacional por presencia o sospecha de presencia de minas antipersonal (MAP) y municiones sin explotar (MUSE). Como complemento se estableció un acuerdo de cooperación y asistencia técnica con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC, quienes se encargaron de apoyar y aportar técnicamente en la implementación del sistema IMSMA con base en con la cartografía nacional oficial (Acción contra minas, 2016) este sistema permite registrar los casos que se presentan y los lugares de siembra del artefacto, lo cual contribuye a la ubicación y posterior desminado.

	 

	En el año 2015, de acuerdo con el programa Acción contra Minas de la presidencia de la República, Colombia registró el menor número de víctimas de minas antipersonal y munición sin explotar desde el 2001 (El País, 2016), sin embargo el Departamento de Norte de Santander sigue siendo uno de los más afectados por los mencionados artefactos, muestra de ello son las cifras que datan desde el 2011, año en el cual se expide la ley 1448, encaminada a la reparación integral de las

	 

	
víctimas del conflicto armado interno, donde a través de Sentencia de la Corte Constitucional, se reitera el derecho que le asiste a las víctimas en relación con la investigación de los respectivos hechos y la sanción de los responsables (Sentencia C-891, 2002).

	 

	Dentro de la variedad de artefactos explosivos más utilizados en Norte de Santander, se encuentran las minas “quiebrapatas”, las cuales se utilizan enterrándola para que explote al ser pisada. La descarga hace que la persona muera o sufra lesiones graves que conllevan la amputación de uno o varios de sus miembros. También son comunes las esquirlas y quemaduras en el rostro y otras partes del cuerpo. Las “quiebrapatas"son las minas terrestres más usadas en Colombia y las que más víctimas cobran (Guitierrez Rueda , 2014).

	 

	De acuerdo con el marco jurídico nacional e internacional sobre violación de derecho humanos, son víctimas de MAP y MUSE aquellas personas de la población civil o miembros de la Fuerza Pública que hayan sufrido perjuicios en su vida, su integridad personal, incluidas lesiones físicas o psicológicas, sufrimiento emocional, así como el menoscabo de sus derechos fundamentales, pérdida financiera o deterioro en sus bienes, como consecuencia de actos u omisiones relacionados con el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de Minas Antipersonal (MAP). Lo anterior en concordancia con lo establecido en la ley 1448 de 2011, las victimas de minas antipersonal son aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno (Acción contra minas, 2016). Por lo tanto, se hace menester enunciar el número de víctimas de MAP a nivel nacional, haciendo énfasis en un segundo momento en Norte de Santander, desde la entrada en vigor de la ley 1448 de 2011 hasta el año 2016.
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	Fuente: Dirección para la acción integral contra minas antipersonal

	 

	 

	 

	Victimas a nivel nacional

	 

	Las estadísticas muestran que efectivamente el número de víctimas desciende, lo que puede ser el resultado de la movilidad de familias que se trasladan a lugares más seguros, donde posiblemente no tienen que estar con la inquietud del enemigo bajo suelo, sin embargo mientras subsista en gran proporción la desigualdad, el conflicto va a permanecer, pues se genera espacio a las  peores

	 

	
pasiones y vicios, pues la naturaleza del hombre sólo atiende a su propio interés, lo que, aunado a la exacerbación de las pasiones y vicios, impide que sea capaz de vivir en orden. (Trujillo, 2008).
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	Fuente: Dirección para la acción integral contra minas antipersonal

	 

	Victimas Norte de Santander

	 

	En las estadísticas anteriores, se muestra la disminución progresiva de las víctimas de minas antipersonal, no solo de la población civil, sino también de la fuerza pública, lo cual es bastante alentadora, pues Norte de Santander siempre había ocupado los primeros puestos en relación con este hecho victimizante.

	 

	Sin embargo, enunciar que las cifras han disminuido no es la culminación de enfrentamientos violentos, pues debido a las condiciones económicas, políticas y sociales que priman en el mundo actual, los actos de violencia extrema son comunes en la época contemporánea.  (Arcaute, 2016).

	 

	Dentro de los propósitos de la ley 1448 de 2011 se encuentran las medidas de reparación, siendo pertinente hacer una reseña sucinta de ellas y el alcance jurídico de las mismas.

	 

	1.3. Medidas de reparación para víctimas de minas antipersonal en Colombia

	 

	La historia Colombiana ha estado marcada por episodios críticos de violencia, donde a veces el impulso de narrar los hechos tal como sucedieron es inevitable y por otro, el problema de "configurar la experiencia humana en una forma asimilable a estructuras de significación humanas en general, en vez de específicamente culturales" (Salcedo, 2014), lo cual permite no solo visibilizar el flagelo o las trasgresiones acaecidas, sino también buscar alternativas de solución pacificas encaminadas a la generación de estabilidad sostenible.

	 

	Es así como a la Corte Constitucional le llama la atención indagar sobre el daño ocasionado por las minas antipersonal o denominadas minas “quiebra patas” resaltando que “En Colombia, según estimativos parciales existen por lo menos 70.000 minas antipersonal, ubicadas en 105 municipios de 23 departamentos. El 10% de la población de los municipios del país es potencial víctima de esos artefactos explosivos. Dichas minas se han puesto para fines de defensa y agresión, por militares y subversivos, en un conflicto armado interno cuya vigencia comprende más de cuarenta años...” (Sentencia C- 991, 2000).

	 

	
Con la expedición de la Ley 554 del 14 de enero del 2000 “por medio de la cual se aprueba la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción”, hecha en Oslo el dieciocho (18) de septiembre de mil novecientos noventa y siete (1997), se encuentra enunciado en el artículo 2o. la definición técnica de distintos términos, tales como “mina antipersonal”, “mina”, “dispositivo anti manipulación”, “transferencia” y “zona minada”;

	 

	El Consejo de Estado en su jurisprudencia se ha pronunciado sobre el uso, disposición y manejo de minas antipersonal, manifestando que las “minas antipersonales son artefactos explosivos de pequeña dimensión, que explotan al recibir una pequeña presión sobre una parte de su superficie. Concebidas inicialmente como armas defensivas, su descontrolada utilización en los conflictos actuales las ha convertido en uno de los armamentos más destructivos y perversos, tanto en tiempos de guerra como en períodos de paz, puesto que tienen una vida media superior a los 20 años, pueden incluso llegar a los 50 años” (Sentencia 31412, 2015).

	 

	Por otro lado, el Estado Colombiano, a través de la Ley 759 de 2002, “Por medio de la cual se dictan normas para dar cumplimiento a la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción, Transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción, se fijan disposiciones con el fin de erradicar en Colombia el uso de las minas antipersonal. ("Convención de Ottawa"), dicta una serie de medidas en contra de las minas, agregando unos nuevos tipos penales, del cual el articulo 2 manifiesta que el Código Penal tendrá un artículo con el número 367-A, del siguiente tenor: Artículo 367-A. Empleo, producción, comercialización y almacenamiento de minas antipersonal. El que emplee, produzca, comercialice, ceda y almacene, directa o indirectamente, minas antipersona o vectores específicamente concebidos como medios de lanzamiento o dispersión de minas antipersonal, incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años, en multa de quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes, y en inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a diez (10) años.

	 

	Consecuentemente con la expedición de la Ley 1448 del 2011, Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, se dictan unas medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, medidas que son enunciadas por el Consejo de Estado (2015) como una justicia transicional que posibilite hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifiquen a través de la materialización de sus derechos constitucionales.

	 

	Es así como el Estado Colombiano de conformidad con la evolución de la jurisprudencia de la Sección Tercera reconoce tres tipos de perjuicios inmateriales (Colombia. Consejo de Estado, 2014): i) Perjuicio moral; ii) Daños a bienes constitucionales y convencionales y iii) Daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico), derivado de una lesión corporal o psicofísica.2

	 

	Las medidas de reparación integral se surten teniendo en cuenta la relevancia del caso y la gravedad de los hechos, todo con el propósito de reconocer la dignidad de las víctimas, reprobar las violaciones a los derechos humanos y concretar la garantía de verdad, justicia, reparación, no repetición y las demás definidas por el derecho internacional. Para el efecto el juez, de manera

	 

	 

	
oficiosa o a solicitud de parte, decretará las medidas que considere necesarias o coherentes con la magnitud de los hechos probados. (Artículo 8.1 y 63.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos).

	 

	Por ello, se ha manifestado cuales son las características más importantes del daño a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados donde resalta las siguientes: es un daño inmaterial el que proviene de la vulneración o afectación a derechos contenidos en fuentes normativas diversas, sus causas emanan de vulneraciones o afectaciones a bienes o derechos constitucionales y convencionales. 2) El Daño inmaterial, se trata de vulneraciones o afectaciones relevantes, las cuales producen un efecto dañoso, negativo y antijurídico a bienes o derechos constitucionales y convencionales. 3) El daño autónomo, no depende de otras categorías de daños, porque no está condicionado a la configuración de otros tradicionalmente reconocidos, como los perjuicios materiales, el daño a la salud y el daño moral, ni depende del agotamiento previo de otros requisitos, ya que su concreción se realiza mediante presupuestos de configuración propios, que se comprueban o acreditan en cada situación fáctica particular (Sentencia 31412, 2015).

	 

	 

	 

	Frente a las medidas de reparación no pecuniarias, es necesario traer a colación la Resolución (60/147), concerniente a “los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, ya que este instrumento internacional contiene las directrices básicas en materia de reparación integral de víctimas de graves violaciones.

	 

	En desarrollo de lo anterior, se ordenó como medida de reparación no pecuniaria, y en la búsqueda de una reparación integral, oficiar a la Fiscalía General de la Nación para que se investiguen estos hechos; y en caso de que dicho recurso no resulte eficaz, se exhortará a las entidades demandadas para que acudan a organismos internacionales a denunciar esta violación del derecho internacional humanitario (Sentencia 05001232500019940002001, 2011).

	 

	A manera de colofón en relación con las reparaciones en Colombia, se puede mostrar la afectación que hacen estos artefactos explosivos en el menoscabo de los derechos constitucionales y convencionalmente amparados, pues los daños ocasionados por la implementación de minas antipersonal son sistemáticos y estancan notoriamente el desarrollo del país, dejando de lado la importancia de la implementación de la comunicación dialógica aducida por Habermas, donde enuncia que el individuo humano solo puede realizarse a sí mismo como persona mediante su integración en sociedad con otros individuos de su misma especie, mientras que esa socialización solo la logra en una forma dolorosamente deficiente, como lo confirma la experiencia de toda la historia pasada y presente (Habermas, 1987).

	 

	Discusión

	 

	Colombia como Estado social de Derecho con aplicación de justicia transicional3 debe dar respuesta a cada sector de la comunidad violentado en ocasión al conflicto armado, pues se recuerda que la aplicabilidad de dicha justicia se encuentra cimentada sobre el derecho a la verdad

	 

	
real, esto es, saber y conocer lo que realmente ocurrió; en segundo lugar, está la ausencia impunidad y por último el derecho que le asiste a las víctimas a ser reparadas por el daño ocasionado.

	 

	Lo anterior ha permitido en Colombia iniciar con la reparación de daños causados por el conflicto armado y por graves violaciones a los derechos humanos, indudablemente, en la última década, se ha empezado a gestar un nuevo paradigma jurídico que implica la adopción en su real magnitud de los principios consagrados en la Carta Política de 1991 (Cárdenas, 2015), pero todavía falta mucho camino por recorrer, pues el propósito no es solo reparar a la víctima, sino además fijar compromisos estables de no repetición.

	 

	El desarrollo de la justicia transicional no solo es la reparación por el daño causado, esta va más allá, pues de acuerdo con (Pearson, 2004), debe llevar intrínseco el respeto mutuo, honestidad, humildad, recuperación de las relaciones, empoderamiento, esperanza para el futuro, entre otros. Lo pretendido con esto es reconocer el daño que unos pocos terminan haciéndole a sociedades enteras, pero donde esas sociedades en ciertas ocasiones se rehúsan a proponer estrategias que conlleven a generar bienestar social y participación política.

	 

	Donde pareciera que la idea de los derechos humanos se impuso para enfatizar el hecho de que ciertos derechos no dependen de la “legalidad” coyuntural de cada Estado, sino que deben ser reconocidos a todas las personas por su condición de seres humanos sin importar su identificación política, religiosa, étnica o social (Yarza, 2010), por lo tanto es menester como ciudadanos enfatizar en su importancia y trascendencia en cada uno de los escenarios de la vida, como artífices y promotores de países que avanzan hacia una paz estable y duradera

	 

	Conclusiones

	 

	Para muchas víctimas la aplicación de la justicia transicional responde con mayores beneficios a los victimarios, lo cual implica hacer alusión a lo relatado por Bondia García y Muñoz (2009): “La historia bíblica sugiere que, desde el principio del tiempo se haya dado una atención mayor a Caín que a Abel”, donde resulta más llamativo la imagen del victimario, que la de las víctimas, aunque para el caso de Colombia las cifras hablen por si solas (Bondia García y Muñoz, 2009).

	 

	Es necesario enunciar la constante vulneración del derecho internacional humanitario por los colombianos, mostrando durante décadas cifras alarmantes que conllevan a la degradación de diversas comunidades, y de estancamientos sociales, pues por un lado se tiene el crecimiento de la industria armamentista y por otro, el engrosamiento de comunidades marginadas sumergidas en la pobreza.

	 

	Hoy día se encuentra en desarrollo el desminado en Colombia, sin embargo, pasaran muchos años en volver a tener tierras libres de minas, lo que muy posiblemente seguirá generando victimas sin discriminación alguna y con un enemigo latente al cual no se le puede enfrentar debido a su camuflaje.

	 

	El flagelo continuo de las minas antipersonal es tan grande, que el pueblo colombiano no puede asumir este reto solo, se hace necesario buscar aliados nacionales e internacionales, donde se invita

	 

	
a tener de referencia países como El salvador, Ecuador y Perú, donde no se limitaron solo al desminado, sino además a proporcionar asistencia médica a las víctimas, rompiendo los esquemas de fronteras imaginarias.
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